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                                                                                         PAR 11/2021
                                                                               RAFAEL BARBOSA SILVA
                                                                     SECRETARIO TAQUIMECANÓGRAFO

                              DEL JUZGADO CUARTO DEL RAMO PENAL Y COMISIONADO AL JUZGADO REGIONAL
                                         DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE LA CAPITAL

San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno.

“VISTOS, para resolver en definitiva, los autos del procedimiento administrativo de responsabilidad, expediente P11/2021” del índice de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, instaurado por el Contador Público José Gabriel González López, Contralor del Poder Judicial del Estado, en contra de Rafael Barbosa Silva por su actuación como secretario taquimecanógrafo adscrito al Juzgado Cuarto del Ramo Penal y comisionado al Juzgado Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Primer Distrito Judicial en San Luis Potosí, y;
A N T E C E D E N T E S

Escrito por el que se solicitó el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad. El oficio CPJ/106/2021, con seis anexos y una de copia de traslado presentado por el promovente el diecisiete de marzo de dos mil veintiuno
. 

Creación y admisión a trámite del procedimiento. El veintitrés de marzo de dos mil veintiuno, se creó expediente y se ordenó admitir a trámite el procedimiento administrativo de responsabilidad
.

Emplazamiento al servidor judicial. El catorce de abril de dos mil veintiuno, la actuaria de la adscripción notificó personalmente todos los acuerdos dictados en el procedimiento, y con las copias de traslado, emplazó a Rafael Barbosa Silva, haciéndole saber la fecha y hora en que se desahogaría la audiencia de ley, en la cual, podía tener una defensa adecuada compareciendo personalmente o por escrito en relación con las causas de responsabilidad atribuidas, además de la posibilidad de ofrecer pruebas y alegatos
.

Circunstancias socioeconómicas, nivel jerárquico, antigüedad en el servicio, antecedentes laborales y reincidencia. Se ordenó girar oficio a la Dirección de Recursos Humanos, para que informara esos aspectos, área administrativa que informó al respecto a través del oficio  ELIMINADO 
.

Certificación por parte de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina. Esa Secretaría certificó que en sus registros, no se encontraba ninguna sanción administrativa firme derivada de procedimientos administrativos de responsabilidad o quejas administrativas instaurados en contra del servidor judicial encausado
.

Derecho a formular denuncia. Se hizo saber al contralor del Poder Judicial del Estado, José Gabriel González López que su derecho a formular denuncia se agotó con la presentación de la misma, con fundamento en el artículo 120 del Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura
.

Intervención del Agente del Ministerio Público. Se dio intervención para los efectos y fines a que se contrae el artículo 185, fracción I, infine, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
.

Audiencia prevista por el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
. A las diez horas con treinta minutos del veintinueve de abril de dos mil veintiuno, se verificó la audiencia de ley, instruyó y celebró la Secretaria Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, quien actuó con testigos de asistencia. Instalada la audiencia, se hizo constar la inasistencia de la parte quejosa, del servidor judicial encausado y del Agente del Ministerio Público, sin embargo, los dos últimos comparecieron por escrito.
Se dio cuenta con las constancias aportadas por la parte quejosa y las recopiladas por la Secretaría.

Se inició la etapa de contestación a la causa de responsabilidad, se dio cuenta que Rafael Barbosa Silva compareció por escrito presentado en esa fecha.

En la etapa de ofrecimiento de pruebas se tuvieron por anunciadas las recabadas por la Secretaría, las aportadas por la parte quejosa y la ofrecida por el servidor denunciado. 
En la etapa de admisión y calificación de pruebas, se tuvieron por admitidas en su totalidad las que fueron ofrecidas por las partes.

En la etapa de desahogo de pruebas, y dada la naturaleza de las admitidas, se tuvieron por desahogadas.

En la etapa de alegatos y dada la inasistencia de las partes, se les tuvo por no ejerciendo el derecho de formular alegatos. 
Finalmente, en virtud de que el expediente quedó cabalmente integrado, sin existir medios de prueba pendientes para su desahogo, se citó para resolver en definitiva este procedimiento administrativo de responsabilidad, al tenor de las siguientes;
C O N S I D E R A C I O N E S

1. COMPETENCIA. Este Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 90, párrafo cuarto de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí
; 86
, 94, fracciones XXXI y XXXII
, 183
, 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
2. PROCEDIBILIDAD. La cual debe de ser examinada por este juzgador de oficio, en virtud de que constituye un requisito cuya falta impide el nacimiento del ejercicio del derecho de la acción y que se pronuncie una sentencia válida
.
2.1 Legitimación activa. Los requisitos de procedencia se encuentran establecidos en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, ordenamiento jurídico que literalmente señala: 

“... ARTICULO 184. El procedimiento administrativo se iniciará mediante queja de los órganos auxiliares o de los particulares que tengan interés jurídico, la que se formulará por escrito o de manera verbal, pero en este último caso se levantará acta circunstanciada de la misma. También podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico del presunto infractor, o por cualquiera de los consejeros cuando la gravedad de la irregularidad observada así lo amerite y, en tal caso, corresponderá al Pleno del Consejo de la Judicatura imponer al responsable la sanción respectiva.  Asimismo, iniciará el procedimiento disciplinario correspondiente derivado de las resoluciones emitidas por los organismos constitucionalmente autónomos. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza...” 

Con base en la norma transcrita, se desprende que el procedimiento administrativo puede iniciarse mediante queja de los órganos auxiliares, y el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, señala que para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura contará con diversos órganos auxiliares, entre ellos, la Contraloría del Poder Judicial del Estado.

Al efecto, el Contador público José Gabriel González López, promovió este procedimiento en su calidad de Contralor del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, personalidad que acredita con la copia certificada del oficio C.J. 394/2021 de ocho de febrero de dos mil veintiuno, signado por la Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura, oficio mediante el cual, se autorizó su nombramiento como Contralor del Poder Judicial del Estado. 

Documental la anterior, a la que se le otorga pleno valor probatorio, de conformidad con lo establecido en los artículos 280 fracción II, 323 fracción V, y 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, de aplicación supletoria en los términos del ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

Relacionando el oficio C.J. 394/2021 que se menciona líneas arriba y lo dispuesto por los artículos 184 y 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, se concluye que la Contraloría es un órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura; que el promovente acreditó su personalidad de Contralor del Poder Judicial del Estado; y que mediante escrito CPJ/106/2021 presentado en la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina el diecisiete de marzo de dos mil veintiuno, se solicitó el inicio de este procedimiento administrativo de responsabilidad.

Por lo antes expuesto, se arriba a la convicción de que el contador público José Gabriel González López, en su calidad de Contralor del Poder Judicial del Estado, se encuentra legitimado para iniciar este procedimiento administrativo de responsabilidad.

2.2 Legitimación pasiva. El artículo 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, en correlación con el diverso 4°, fracción I
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, determina que son sujetos de responsabilidad administrativa todos los servidores del Poder Judicial del Estado. En ese sentido, se conjetura el oficio  ELIMINADO 
, documento que tiene pleno valor probatorio, atento a lo que norman los artículos 280, fracción II, 323, fracción II, y 388, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, y mediante el cual, la Directora de Recursos Humanos informó que Rafael Barbosa Silva, cubrió contratos del dieciséis de enero al treinta y uno de mayo de dos mil catorce; del veintinueve de septiembre de dos mil catorce al treinta y uno de diciembre de dos mil quince; y del dieciocho de enero de dos mil dieciséis al trece de noviembre de dos mil diecisiete; y que a la fecha en que suscribió el oficio, ya no laboraba en el Poder Judicial del Estado.

Tomando en cuenta lo dispuesto por en el artículo 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y lo informado por la Directora de Recursos Humanos en el oficio ELIMINADO , se tiene plenamente acreditada la legitimación pasiva de Rafael Barbosa Silva, toda vez que se desempeñó como servidor público, con la calidad de secretario taquimecanógrafo y, por tanto, es sujeto de responsabilidad administrativa. 

3. PLANTEAMIENTO DEL CASO. El Contralor del Poder Judicial del Estado, presentó informe de presunta responsabilidad administrativa en contra de Rafael Barbosa Silva, por su desempeño como secretario taquimecanógrafo adscrito al Juzgado Cuarto del Ramo Penal y comisionado al Juzgado Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por haber incumplido con la presentación de sus declaraciones tanto de situación patrimonial como de intereses por conclusión del encargo.
4. CUESTIÓN JURÍDICA A RESOLVER. Tomando en cuenta los hechos narrados por el Contralor del Poder Judicial del Estado, el problema a resolver en este procedimiento administrativo de responsabilidad, consiste en determinar si:

a) Rafael Barbosa Silva, por haberse desempeñado como secretario taquimecanógrafo en el Poder Judicial del Estado, tenía la obligación de rendir sus declaraciones tanto de modificación patrimonial como de intereses por conclusión de encargo.
b) El servidor judicial denunciado presentó dentro del término que señala la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, las declaraciones de modificación patrimonial y de intereses, correspondientes por conclusión del encargo.

Y si derivado de lo anterior, incumplió con lo dispuesto en los numerales 32, 33, fracción III, 46, párrafo primero y 48, párrafo segundo de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y 32, 33, fracción III, 45, primer párrafo y 47 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

Para determinar si se configuran las faltas administrativas señaladas en los artículos 49, fracción IV de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y replicada en el artículo 48, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así como la dispuesta en el artículo 179, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
5. DECISIÓN DEL CASO. Son fundadas las causas de responsabilidad administrativa atribuidas a Rafael Barbosa Silva, en su desempeño como secretario taquimecanógrafo adscrito al Juzgado Cuarto del Ramo Penal y comisionado al Juzgado Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por incumplimiento a sus obligaciones como servidor público.

Determinación a la que se arriba con base en las pruebas de cargo que ofreció la parte quejosa y que fueron admitidas en la etapa procesal oportuna, consistentes en documental segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta, probanzas a las cuales se les confiere pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en los artículos 280 fracción II, 323 fracción V y 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, de aplicación supletoria en los términos del dispositivo 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, ya que son documentos públicos que fueron expedidos por funcionarios a quienes compete su expedición, aunado a que no fueron redargüidos de falsedad por la parte contraria.
Primeramente, para demostrar la obligación que tenía Rafael Barbosa Silva, de rendir declaración de modificación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, es necesario traer a colación las normas legales que rigen para este caso concreto.
Ley General de Responsabilidades Administrativas.

“… Artículo 32. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia…”

“… Artículo 46. Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses todos los Servidores Públicos que deban presentar la declaración patrimonial en términos de esta Ley. Al efecto, las Secretarías y los Órganos internos de control se encargarán de que las declaraciones sean integradas al sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal…”
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado.
“… ARTÍCULO 32. Están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación de patrimonial y de intereses ante las contralorías u órganos internos de control, todos los servidores públicos, en los términos previstos por esta Ley, así como las personas que en términos del artículo 4° fracción IV de este Ordenamiento integren o conformen los patronatos, comités o afines a los que aluden los artículos, 64 y 65 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia…”
“… ARTÍCULO 45. Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses todos los servidores públicos que deban presentar la declaración patrimonial en términos de esta Ley.

Al efecto, las contralorías y los órganos internos de control se encargarán de que las declaraciones sean integradas al Sistema de Evolución Patrimonial, de Declaración de Intereses y Constancia de Presentación de Declaración Fiscal...”
Correlacionando el contenido de los numerales transcritos, se desprende que todos los servidores públicos están obligados a rendir su declaración de situación patrimonial y de intereses, en los términos previstos en la Ley General y Estatal de Responsabilidades Administrativas.
Por lo tanto, Rafael Barbosa Silva, debido a la calidad que ostentó de secretario taquimecanógrafo, como ya quedó acreditado en el considerando 2.2. de esta determinación, fue miembro de este Poder Judicial del Estado, consecuentemente, servidor público, por lo tanto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 32 y 46 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y 32 y 45 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, estaba obligado a rendir su declaración de situación patrimonial y de intereses, por lo que, se tiene plenamente acreditada la cuestión jurídica a resolver detallada en el inciso a), del considerando 4.
Por lo que hace a la cuestión jurídica a resolver señalada en el inciso b) del considerando 4, para dejar patente el término en que se debe rendir las declaraciones de conclusión del encargo de situación patrimonial y de intereses, los artículos 33, fracción III, 48, párrafo segundo de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; y 33, fracción III, y 47 segundo párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, los que por su orden, disponen lo siguiente:
“…Artículo 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos: 
[…]
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.”

“… Artículo 48. […] 
La declaración de intereses deberá presentarse en los plazos a que se refiere el artículo 33 de esta Ley y de la misma manera le serán aplicables los procedimientos establecidos en dicho artículo para el incumplimiento de dichos plazos. También deberá presentar la declaración en cualquier momento en que el servidor público, en el ejercicio de sus funciones, considere que se puede actualizar un posible Conflicto de Interés…”
“… ARTÍCULO 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

[…]
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.”
“… ARTÍCULO 47. […]

La declaración de intereses deberá presentarse en los plazos a que se refiere el artículo 33 de esta Ley y de la misma manera le serán aplicables los procedimientos establecidos en dicho artículo para el incumplimiento de los referidos plazos. También deberá presentar la declaración en cualquier momento en que el servidor público, en el ejercicio de sus funciones, considere que se puede actualizar un posible conflicto de Interés a que alude la presente Ley…”
Mediante oficio CPJ-DP-007/18
, el Encargado del Área de declaraciones patrimoniales, informó al contralor que al veinticinco de enero de dos mil dieciocho, al consultar a las doce horas con cincuenta minutos el sistema DECLARAPAT PJESLP, constató que el servidor judicial denunciado, no había presentado sus declaraciones de modificación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, lo anterior, debido a que se desempeñó como secretario taquimecanógrafo en el Juzgado Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad hasta el doce de noviembre de dos mil diecisiete. 
En razón de lo anterior, mediante oficio CPJ/049/18, se requirió a Rafael Barbosa Silva para que dentro del plazo improrrogable de treinta días naturales contados a partir del día siguiente en que se le notificó ese oficio, rindiera las referidas declaraciones. Oficio que fue recibido el treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, por Juan Barbosa Gutiérrez, padre del servidor público, quien refirió que la haría llegar al destinatario y firmó el acuse de recibo.

En el mismo orden de ideas, el encargado del área de declaraciones patrimoniales, por oficio CPJ-DP-024/18
 informó al Contralor que el siete de marzo de dos mil dieciocho, a las catorce horas con veinte minutos, consultó el sistema DECLARAPAT PJESLP y constató que Rafael Barbosa Silva no había presentado sus declaraciones de modificación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, e hizo mención que el requerimiento de treinta días que le fue otorgado feneció el dos de marzo de dos mil dieciocho.
Aunado a lo anterior, mediante oficio CPJ/602/18
, el Contralor del Poder Judicial del Estado, y en razón de que pese al requerimiento que se le efectuó, el ex servidor público no dio cumplimiento con la presentación de las referidas declaraciones por conclusión del encargo, y a fin de salvaguardar sus derechos fundamentales, esa Contraloría lo requirió nuevamente para que en el plazo de cinco días hábiles, manifestara lo que a sus intereses conviniera.

Por todo lo anterior, se concluye que Rafael Barbosa Silva no presentó su declaración de situación patrimonial y de intereses por conclusión de encargo, incumpliendo así las obligaciones que tenía como servidor público contenidas en los artículos 32, 33, fracción III, 46, párrafo primero y 48, párrafo segundo de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y replicadas en los dispositivos 32, 33, fracción III, 45, primer párrafo y 47 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

Configurándose así, las faltas administrativas contempladas en los artículos 49, fracción IV de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y replicada en el artículo 48, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así como la dispuesta en el artículo 179, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

6. INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN. Toda vez que han quedado plenamente acreditadas las faltas administrativas atribuidas a Rafael Barbosa Silva, descritas en el considerando “5. DECISIÓN DEL CASO”, y tomando en cuenta que conforme lo establece el artículo 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, corresponde al Consejo de la Judicatura la aplicación de las sanciones administrativas, aunado a lo que norma el artículo 3°, fracción IV, inciso e), de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
.

En efecto, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en el título tercero, capítulo I, artículo 49, fracción IV, así como el artículo 48, fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, disponen que incurre en falta administrativa no grave, el servidor público que incumpla en presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esa Ley.

Por lo anterior, se determina que las faltas administrativas cometidas por Rafael Barbosa Silva, son no graves.
En esas condiciones, para imponer la sanción justa, pertinente, proporcional y no excesiva, se observará lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, que señala:

“... ARTÍCULO 75. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes:

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio;

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones.

En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que imponga el órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con anterioridad.

Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo...”
En concordancia con lo que dispone el artículo antes señalado, se procede a individualizar la sanción que corresponde a Rafael Barbosa Silva.
I. Nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio. En el oficio ELIMINADO, la Directora de Recursos Humanos hizo constar que a la fecha en que lo suscribió, ya no laboraba en el Poder Judicial del Estado, sin embargo, informó que cubrió contratos del dieciséis de enero al treinta y uno de mayo de dos mil catorce; del veintinueve de septiembre de dos mil catorce al treinta y uno de diciembre de dos mil quince; y del dieciocho de enero de dos mil dieciséis al trece de noviembre de dos mil diecisiete.

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución. Se señala que las mismas han quedado precisadas en esta resolución, acreditándose plenamente que no cumplió con la obligación que tiene como servidor público, de presentar sus declaraciones de modificación de situación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, conductas realizadas en forma directa y personal por el encausado.

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Al efecto se conjetura la certificación que realiza la Secretaria Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina de veinte de abril de dos mil veintiuno
 y lo expuesto por la Directora de Recursos Humanos en el oficio ELIMINADO, concluyéndose que el servidor judicial al momento de la presente resolución, no contaba con sanción administrativa derivada de un procedimiento o queja administrativa, por lo que, no se puede considerar reincidente, en atención a lo que señala el último párrafo del artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. 

En este caso concreto, se analiza lo dispuesto por el artículo 35, en relación con el 33, fracción III, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, numerales que textualmente refieren:
“ARTÍCULO 35. Si transcurridos los plazos a que se refieren las fracciones I, II y III del artículo 33 de esta Ley, según sea el caso, no se hubiese presentado la declaración correspondiente, sin causa justificada, se iniciará inmediatamente la investigación por presunta responsabilidad por la comisión de las faltas administrativas correspondientes y se requerirá por escrito al declarante el cumplimiento de dicha obligación.

Tratándose de los supuestos previstos en las fracciones, I y II del artículo 33 de esta Ley, en caso de que la omisión en la declaración continúe por un periodo de treinta días naturales siguientes a la fecha en que hubiere notificado el requerimiento al declarante, las contralorías o los órganos internos de control, según corresponda, declararán, previo procedimiento de responsabilidad que determina la presente Ley, que el nombramiento o contrato ha quedado sin efectos, debiendo notificar lo anterior al titular del ente público correspondiente para separar del cargo al servidor público.

El incumplimiento por no separar del cargo al servidor público, por parte del titular de alguno de los entes públicos a los que corresponda dicho movimiento, será causa de responsabilidad administrativa en los términos de esta Ley.

Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la presentación de la declaración a que se refiere la fracción III del artículo 33 de esta Ley, se inhabilitará al infractor de tres meses a un año para desempeñar cargo público.

Para la imposición de las sanciones a que se refiere este artículo deberá sustanciarse el procedimiento de responsabilidad administrativa por faltas administrativas previsto en esta ley.”
“ARTÍCULO 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del:

a) Ingreso al servicio público por primera vez.

b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su último encargo;

II. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año, y

III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.

En el caso de cambio de dependencia o entidad en el mismo orden de gobierno, únicamente se dará aviso de dicha situación y no será necesario presentar la declaración de conclusión.

Para la elaboración de las declaraciones a las que se refiere este artículo, las contralorías de los órganos internos, y en su caso, la Coordinación Estatal para el Fortalecimiento Institucional de los Municipios, deberán informar, capacitar, y apoyar a los servidores públicos obligados a fin de que cumplan en tiempo y forma con esta disposición.”
De dichos dispositivos, se colige que, si transcurrido el plazo de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión del encargo sin que el servidor público haya presentado declaración de conclusión sin causa justificada, se requerirá por escrito al declarante el cumplimiento de dicha obligación y si éste es omiso sin causa justificada, se le inhabilitará de tres a un año para desempeñar cargo público.
Circunstancias que en el caso concreto se actualizan, debido a que, como se dejó patente en el considerando quinto de esta determinación, mediante oficio CPJ/049/18, se requirió a Rafael Barbosa Silva para que dentro del plazo improrrogable de treinta días naturales contados a partir del día siguiente en que se le notificó ese oficio, rindiera las referidas declaraciones; el plazo otorgado feneció el dos de marzo de dos mil dieciocho y, a través del oficio CPJ-DP-024/18, se constató que Rafael Barbosa Silva no había presentado sus declaraciones de modificación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, aunado a ello, por oficio CPJ/602/18
, el Contralor del Poder Judicial del Estado, y en razón de que pese al requerimiento que se le efectuó, el ex servidor público no dio cumplimiento con la presentación de las referidas declaraciones por conclusión del encargo, lo requirió nuevamente para que en el plazo de cinco días hábiles, manifestara lo que a sus intereses conviniera, sin embargo, tampoco realizó ningún pronunciamiento al respecto.
Ante ese cuadro fáctico, este órgano colegiado, en apego a lo normado por los artículos 35, en relación con el 33, fracción III, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y con el arbitrio judicial de que goza para la imposición de las sanciones administrativas, estima que Rafael Barbosa Silva al incurrir en omisión sin causa justificada, en la presentación de la declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión, a que se refiere la fracción III del artículo 33 de esta Ley de Responsabilidades Administrativas antes mencionada, se actualiza la sanción de inhabilitación de tres meses a un año para desempeñar cargo público.
La anterior sanción encuentra sustento en lo dispuesto por los artículos 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, aunado a que, dentro del catálogo de sanciones administrativas para servidores públicos del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, el diverso 181, en la fracción V, prevé la inhabilitación para desempeñar cargo o empleo alguno en el Poder Judicial del Estado.

Ahora bien, para determinar el término de inhabilitación, se toma en consideración que Rafael Barbosa Silva, a la fecha de esta determinación, ya no labora en el Poder Judicial del Estado, por lo que, la sanción justa, proporcional y no excesiva que se impone es INHABILITACIÓN DE TRES MESES PARA DESEMPEÑAR CARGO PÚBLICO, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 35, en relación con el 33, fracción III, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y 181, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
7. EJECUCIÓN. Ejecútense la sanción en términos de lo establecido en el artículo 222 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, la cual, surtirá sus efectos al notificarse la presente resolución, por ser un acto de orden público.

8. INSCRIPCIÓN. De conformidad con el artículo 94, fracción XXIV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, en ejercicio de las atribuciones conferidas a este Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de San Luis Potosí y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 27 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
, y dado el sentido de la presente determinación, se ordena INSCRIBIR esta resolución en los archivos del expediente del ex servidor judicial que esta autoridad lleva para efectos de registro, control, evaluación y seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, a través de la Unidad de Estadística, Evaluación y Seguimiento, de la Dirección de Recursos Humanos y de la Contraloría del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí. 

9. NOTIFICACIÓN. Notifíquese esta determinación de manera personal al promovente, a Rafael Barbosa Silva y a la Representación Social, en el domicilio que para ello se tiene autorizado en autos.

10. DEPURACIÓN. De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Reglamento General de Archivos del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, hágase saber a las partes que en su momento se procederá a la depuración, destrucción o expurgo del expediente según corresponda, incluyendo las pruebas o documentos originales, personales o de interés para alguna de las partes. Por lo que, deberá solicitarse la devolución de los documentos, pruebas y muestras, que hayan aportado al procedimiento, dentro de los treinta días naturales, contados a partir de la notificación de esta determinación, apercibidos que, de no realizarse, se procederá a su destrucción, lo anterior, en cumplimiento a la circular 24/2016, emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en sesión de dieciséis de agosto de dos mil dieciséis.

11. TRANSPARENCIA. De conformidad con lo que dispone el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se hace saber a las partes, que se publicará y pondrá a disposición del público la sentencia que en definitiva se dicte en este asunto, una vez que haya causado ejecutoria. Lo anterior, sin perjuicio de la protección de oficio que al respecto operará a su favor.

12. ARCHIVO. Una vez efectuadas las diligencias y trámites ordenados, archívese este asunto como totalmente concluido.
Por lo anteriormente expuesto, este Pleno del Consejo de Judicatura del Poder Judicial del Estado;

R E S U E L V E

PRIMERO. El Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en el considerando 1 de esta resolución.

SEGUNDO. El procedimiento administrativo de responsabilidad formulado en contra de Rafael Barbosa Silva, resultó fundado acorde lo expuesto en el considerando 5 de este fallo.

TERCERO. Atento a lo señalado en el considerando 6 de la presente resolución, se impone la sanción de INHABILITACIÓN DE TRES MESES PARA DESEMPEÑAR CARGO PÚBLICO a Rafael Barbosa Silva, de conformidad con lo establecido en el considerando 6 de esta determinación.
CUARTO. Ejecútese la sanción, atento a lo establecido en el considerando 7 de esta resolución.
QUINTO. Se ordena inscribir esta resolución en los archivos del expediente de Rafael Barbosa Silva, de acuerdo a lo señalado en el considerando 8.

SEXTO. Notifíquese esta determinación, según lo ordenado en el considerando 9 de esta resolución.

SÉPTIMO. Procédase a la depuración de este expediente, conforme lo señalado en el considerando 10.
OCTAVO. Hágase saber a las partes lo establecido en el considerando 11.
NOVENO. Atento a lo dispuesto en el considerando 12, archívese este asunto como totalmente concluido.

Así lo resolvió el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en sesión celebrada el veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno, por unanimidad de votos de los Consejeros que lo integran, Presidenta Olga Regina García López, Diana Isela Soria Hernández, Jesús Javier Delgado Sam y Huitzilíhuitl Ortega Pérez, siendo ponente el tercero en mención.

Firman la Presidenta del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, los Consejeros, así como la Secretaria Ejecutiva de Pleno y Carrera Judicial, quien autoriza y da fe.
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� ARTÍCULO 90.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial del Estado, en un Supremo Tribunal de Justicia, en Juzgados de Primera Instancia, y en Juzgados Menores.


La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, así como la carrera judicial, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura, en los términos de esta Constitución y conforme lo establezcan las leyes. La vigilancia respecto de la función jurisdiccional de los magistrados, así como las resoluciones disciplinarias sobre los mismos, estarán a cargo del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� ARTICULO 86. El Poder Judicial del Estado contará con un Consejo de la Judicatura, encargado de la administración, vigilancia, disciplina y promoción de la carrera judicial, en los términos que establecen la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y esta Ley.


� ARTICULO 94. Son atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura:


XXXI. Resolver las quejas administrativas y los procedimientos de responsabilidad que se inicien en contra de los servidores públicos del Poder Judicial, en los términos que dispone esta Ley, incluyendo las relativas a los impedimentos previstos en la Constitución Política del Estado, de los correspondientes miembros del Poder Judicial del Estado, salvo las que se refieran a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia; 


XXXII. Imponer las sanciones administrativas que le competan de conformidad con la presente Ley;


� ARTICULO 183. La aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo 181 de esta Ley, corresponde al Consejo de la Judicatura. Tratándose de las que correspondan a los magistrados resolverá el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� Sirve de sustento, la jurisprudencia de rubro: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA.” Semanario Judicial de la Federación, Tribunales Colegiados de Circuito, 9ª. época, t. XIV, Julio de 2001, p. 1000.


� ARTICULO 97. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura contará con los siguientes órganos auxiliares: el Instituto de Estudios Judiciales, Promoción, y Desarrollo de los Derechos Humanos; la Visitaduría Judicial; la Contraloría del Poder Judicial del Estado; la Dirección Jurídica; la Unidad de Estadística y Seguimiento; y el Centro Estatal de Mediación y Conciliación.


� ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: 


II.- Documentos públicos;


ART. 323.- Son documentos públicos: 


V.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios a quienes competa su expedición; ya sea que las mismas se generen de manera manual o electrónica y que sean autorizadas por medio de firma autógrafa, digitalizada o electrónica del funcionario correspondiente;  


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices. 


Los documentos que resulten enteramente inconformes con los originales no tendrán valor probatorio alguno. Si hubiere conformidad parcial, en este punto harán prueba plena. 


Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autentificadas a través de firma digitalizada o electrónica, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa. 


� ARTICULO 175. Son sujetos de responsabilidad administrativa los magistrados, los consejeros, los jueces de primera instancia, jueces menores, los secretarios de acuerdos, secretarios de estudio y cuenta, subsecretarios, actuarios y visitadores, así como todos los demás servidores del Poder Judicial del Estado.


� ARTÍCULO 4°. Son sujetos de esta Ley: 


I. Los servidores públicos; 


� Página 56.


� ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: 


II.- Documentos públicos;


ART. 323.- Son documentos públicos:


II.- Los documentos auténticos expedidos por funcionarios que desempeñen cargo público en lo que se refiera al ejercicio de sus funciones; 


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices. 


Los documentos que resulten enteramente inconformes con los originales no tendrán valor probatorio alguno. Si hubiere conformidad parcial, en este punto harán prueba plena. 


Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autentificadas a través de firma digitalizada o electrónica, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa.





� ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: 


II.- Documentos públicos;


ART. 323.- Son documentos públicos: 


V.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios a quienes competa su expedición; ya sea que las mismas se generen de manera manual o electrónica y que sean autorizadas por medio de firma autógrafa, digitalizada o electrónica del funcionario correspondiente;  


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices. 


Los documentos que resulten enteramente inconformes con los originales no tendrán valor probatorio alguno. Si hubiere conformidad parcial, en este punto harán prueba plena. 


Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autentificadas a través de firma digitalizada o electrónica, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa. 


� Página 19.
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� Página 29.


� ARTICULO 183. La aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo 181 de esta Ley, corresponde al Consejo de la Judicatura. Tratándose de las que correspondan a los magistrados resolverá el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por:


IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será


e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados.


Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado.


En el caso del Poder Judicial, serán competentes para imponer las sanciones que correspondan, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, y el Consejo de la Judicatura, conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y su reglamentación;


� Página 53.


� Página 29.


� ARTICULO 94. Son atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura:


XXIV. Llevar el seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, para evaluar y resolver sobre las designaciones, promociones, ratificaciones y reelecciones, sanciones o remociones que corresponda, conforme a los lineamientos de la carrera judicial y las disposiciones constitucionales; además llevar un registro referente a las sanciones impuestas e inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones de los servidores públicos, así como los medios de impugnación y su resolución con carácter definitivo, para lo cual deberá realizar la captura, así como el envío oportuno y veraz de la información a la Auditoría Superior del Estado, para ser inscrito en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos;


� ARTÍCULO 27 [...] En el Sistema Estatal de Servidores Públicos y Particulares Sancionados de la Plataforma Digital Estatal, se inscribirán y se harán públicas, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley así como en las disposiciones legales en materia de transparencia, las constancias de sanciones o de inhabilitación que se encuentren firmes en contra de los servidores públicos, o particulares que hayan sido sancionados por actos vinculados con faltas graves en términos de esta Ley, así como la anotación de aquellas abstenciones que hayan realizado las autoridades investigadoras o el Tribunal, en términos de los artículos, 76 y 79 de esta Ley.








20 de 20
19 de 20

